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Resumo: a  prestação  de  serviços  com  recurso  a  plataformas  digitais,  que  se  vem

generalizando nos  últimos tempos,  tam suscitado grandes  dúvidas,  um pouco por  toda  a  parte,

quanto à  qualificação do contrato celebrado entre os prestadores de serviços (por exemplo,  um

rider/entregador)  e  a  empresa  que  opera  na  plataforma (por  exemplo,  a  Glovo ou  a  Uber).  O

Supremo Tribunal de Espanha proferiu, recentemente, uma importante decisão a este respeito, pelo

que neste artigo procuramos, sobretudo, divulgar o núcleo essencial de tal decisão e fazer um breve

comentário a respeito de tão desafiante tema.
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1. A sentença

As profundas mudanças registadas, nos últimos anos, na forma de trabalhar e nos modos de

prestar serviços, pondo em contacto a oferta e a procura, interpelam, crescentemente, o Direito. E

também, claro, o Direito do Trabalho. Em particular, o trabalho prestado com recurso a plataformas

digitais, seja a que nos proporciona uma alternativa de transporte ao clássico táxi, seja a que nos

permite encomendar o almoço ou o jantar através de uma cómoda “app”, tem colocado questões

delicadas; dir-se-ia que à escala universal, a primeira das quais consiste, claro, na qualificação da

relação que se estabelece entre a empresa que opera na plataforma digital (a Glovo, a Uber, etc.) e

os respetivos prestadores de serviços, aqueles que transportam os clientes ao seu destino ou que lhes

levam a casa a refeição (chamados, em Portugal, “estafetas”, no Brasil, cremos, “entregadores”).

Recentemente,  na  vizinha  Espanha,  o  Tribunal  Supremo  proferiu  uma  decisão

especialmente  importante  a  este  respeito.  Uma  sentença  paradigmática,  proferida  em  25  de

setembro de 2020, do  Tribunal Supremo, Sala Cuarta, de lo Social,  Sentencia 805/2020, no Rec.
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4746/2019.  Esta  decisão configura,  ademais,  um acórdão de unificação da doutrina e,  por isso,

cremos que se justifica divulgá-la entre nós (dado que, até agora, estas questões ainda não foram

enfrentadas pelos tribunais portugueses, a despeito de empresas com a Uber ou a Glovo estarem no

terreno, com grande presença e visibilidade) e elaborar um curto comentário sobre a mesma.

Vamos,  por  isso,  começar  por  transcrever  alguns excertos  da sentença,  aqueles  que  se

prendem com as questões materiais em apreço, de qualificação, deixando de lado os aspetos mais

processuais da mesma, menos relevantes para nós. Após o que ensaiaremos um pequeno comentário

ao teor desta histórica sentença, sabendo que, cedo ou tarde, os nossos tribunais (e, quiçá, o nosso

legislador) vai ter de enfrentar este tipo de questões. 

Tribunal Supremo, Sala Cuarta, de lo Social, Sección Pleno, Sentencia 805/2020 de 25 Sep.
2020, Rec. 4746/2019

FUNDAMENTOS DE DERECHO

(…)

SÉPTIMO.- 1. El concepto legal de trabajador por cuenta ajena exige que haya una prestación de
servicios  voluntaria,  retribuida,  ajena  y  dependiente  (art.  1.1  del  ET).  Reiterada  doctrina
jurisprudencial sostiene que la dependencia y la ajenidad son los elementos esenciales que definen
el  contrato  de  trabajo  [por  todas,  sentencias  del  TS (Pleno) de  24  de  enero  de  2018,  recursos
3595/2015 y 3394/2015; 8 de febrero de 2018, recurso 3389/2015; y 29 de octubre de 2019, recurso
1338/2017]. La dependencia y la ajenidad son conceptos abstractos que se manifiestan de forma
distinta según cuál sea la actividad y el modo de producción y que guardan entre sí una relación
estrecha.

2. Desde  la  creación  del  derecho  del  trabajo  hasta  el  momento  actual  hemos  asistido  a  una
evolución del requisito de dependencia-subordinación. La sentencia del TS de 11 de mayo de 1979
ya matizó dicha exigencia, explicando que «la dependencia no implica una subordinación absoluta,
sino  sólo  la  inserción  en  el  círculo  rector,  organizativo  y  disciplinario  de  la  empresa».  En  la
sociedad postindustrial la nota de dependencia se ha flexibilizado. Las innovaciones tecnológicas
han propiciado la instauración de sistemas de control digitalizados de la prestación de servicios. La
existencia de una nueva realidad productiva obliga a adaptar las notas de dependencia y ajenidad a
la realidad social del tiempo en que deben aplicarse las normas (art. 3.1 del Código Civil).

En la práctica, debido a la dificultad que conlleva valorar la presencia de los elementos definitorios
de la relación laboral en los supuestos dudosos, para determinar si concurren se utiliza la técnica
indiciaria, identificando los indicios favorables y contrarios a la existencia de un contrato de trabajo
y decidiendo si en el caso concreto concurre o no la relación laboral. Este Tribunal ha afirmado que
«La calificación de la relación como laboral ha de hacerse en cada caso en atención a los indicios
existentes, valorando principalmente el margen de autonomía del que goza quien presta el servicio»
(sentencia del TS de 20 de enero de 2015, recurso 587/2014).

OCTAVO.- 1. El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, en la sentencia el 13 de enero
de 2004, C-256/01, asunto Allonby, aplicó el principio de igualdad de retribución entre trabajadores
y trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor. Un College había despedido a
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profesores  empleados  por  horas,  recurriendo  a  profesores  pagados  por  horas  a  través  de  una
empresa que funcionaba como una agencia y les ofrecía la posibilidad de inscribirse en ella como
trabajadores por cuenta propia para prestar servicios docentes en centros de formación continua. El
Tribunal explicó que el concepto de «trabajador» a efectos del art. 141.1 del Tratado Constitutivo de
la  Comunidad  Europea  se  refiere  «a  la  persona  que  realiza,  durante  un  período  de  tiempo
determinado, en favor de otra y bajo la dirección de ésta, ciertas prestaciones por las cuales percibe
una remuneración». El Tribunal  argumentó:  «En lo que respecta a los profesores que tienen la
obligación, ante una empresa intermediaria, de efectuar una prestación de servicios específica en un
centro de enseñanza, procede analizar especialmente en qué medida se restringe la libertad de los
mismos para determinar su horario, su lugar de trabajo y el contenido del mismo. El hecho de que
tales  personas  no  estén  obligadas  a  aceptar  una  prestación  de  servicios  específica  carece  de
repercusión en este contexto (véase, en este sentido, en materia de libre circulación de trabajadores,
la sentencia  Raulin,  antes citada,  apartados 9 y 10)».  Por consiguiente,  aunque la  profesora no
estaba obligada a aceptar una concreta prestación de servicios, ello no impedía que se tratase de un
trabajador a efectos del del principio de igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras.

2. La sentencia del TJUE de 20 de diciembre de 2017, asunto C-434/15, Asociación Profesional
Élite Taxi, declaró que el servicio de intermediación de Uber que, a cambio de una remuneración,
utiliza  una  aplicación  para  teléfonos  inteligentes  para  poner  en  contacto  a  conductores  no
profesionales que utilizan su propio vehículo con personas que desean efectuar un desplazamiento
urbano, tiene que calificarse de «servicio en el ámbito de los transportes» a efectos del Derecho de
la Unión, por lo que está excluido del ámbito de aplicación de la libre prestación de servicios en
general  y  de  las Directivas  2006/123/CE,  relativa  a  los  servicios  en  el  mercado  interior  y
2000/31/CE,  sobre  el  comercio  electrónico.  El  TJUE  negó  que  la  empresa  Uber  realice  una
actividad de mera intermediación. Dicha empresa realiza una actividad subyacente de transporte,
que organiza y dirige en su propio beneficio. El TJUE explica que «el servicio de intermediación de
Uber se basa en la selección de conductores no profesionales que utilizan su propio vehículo, a los
que esta sociedad proporciona una aplicación sin la cual, por un lado, estos conductores no estarían
en condiciones de prestar servicios de transporte y, por otro, las personas que desean realizar un
desplazamiento urbano no podrían recurrir a los servicios de los mencionados conductores. A mayor
abundamiento,  Uber  ejerce  una  influencia  decisiva  sobre  las  condiciones  de  las  prestaciones
efectuadas por estos conductores. Sobre este último punto, consta en particular que Uber, mediante
la aplicación epónima, establece al menos el precio máximo de la carrera, que recibe este precio del
cliente para después abonar una parte al conductor no profesional del vehículo y que ejerce cierto
control sobre la calidad de los vehículos, así como sobre la idoneidad y el comportamiento de los
conductores, lo que en su caso puede entrañar la exclusión de éstos.

Por consiguiente, debe considerarse que este servicio de intermediación forma parte integrante de
un servicio global cuyo elemento principal es un servicio de transporte y,  por lo tanto,  que no
responde a la calificación de «servicio de la sociedad de la información», en el sentido del artículo
1, punto 2, de la Directiva 98/34, al que remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/31, sino a
la de «servicio en el ámbito de los transportes», en el sentido del artículo 2, apartado 2, letra d), de
la Directiva 2006/123.»

En definitiva, Uber no se limitaba a poner en relación a los conductores con los usuarios a través de
una aplicación informática sino que ejercía una «influencia decisiva sobre las condiciones de las
prestaciones efectuadas por estos conductores», ejercitando «cierto control sobre la calidad de los
vehículos así como sobre la idoneidad y el comportamiento de los conductores».

NOVENO.- 1. Los  criterios  jurisprudenciales  para  diferenciar  el  contrato  de  trabajo  de  otros
vínculos de naturaleza semejante son los siguientes [por todas, sentencias del TS de 24 de enero de
2018 (Pleno), recursos 3394/2015 y 3595/2015; 8 de febrero de 2018, recurso 3389/2015; y 4 de
febrero de 2020, recurso 3008/2017]:
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1) La  realidad  fáctica  debe  prevalecer  sobre  el nomen  iuris porque  «los  contratos  tienen  la
naturaleza que se deriva de su real contenido obligacional, independientemente de la calificación
jurídica que les den las partes; de modo que a la hora de calificar la naturaleza laboral o no de una
relación debe prevalecer sobre la atribuida por las partes, la que se derive de la concurrencia de los
requisitos que determinan la laboralidad y de las prestaciones realmente llevadas a cabo».

2) Además de la presunción iuris tantum de laboralidad que el art. 8 del ET atribuye a la relación
existente entre quien presta un servicio retribuido y quien lo recibe,  el art.  1.1 del ET delimita,
desde el punto de vista positivo, la relación laboral, calificando de tal la prestación de servicios con
carácter voluntario cuando concurran, además de dicha voluntariedad, tres notas que también han
sido  puestas  reiteradamente  de  manifiesto  por  la  jurisprudencia,  cuales  son,  la  ajenidad  en  los
resultados, la dependencia en su realización y la retribución de los servicios.

3) La  línea  divisora  entre  el  contrato  de  trabajo  y  otros  vínculos  de  naturaleza  análoga
(particularmente la ejecución de obra y el arrendamiento de servicios), regulados por la legislación
civil o mercantil, no aparece nítida ni en la doctrina, ni en la legislación, y ni siquiera en la realidad
social. Y ello es así, porque en el contrato de arrendamiento de servicios el esquema de la relación
contractual  es  un  genérico  intercambio  de  obligaciones  y  prestaciones  de  trabajo  con  la
contrapartida de un «precio» o remuneración de los servicios, en tanto que el contrato de trabajo es
una especie del género anterior, consistente en el intercambio de obligaciones y prestaciones de
trabajo, pero en este caso dependiente, por cuenta ajena y a cambio de retribución garantizada. En
consecuencia, la materia se rige por el más puro casuismo, de forma que es necesario tomar en
consideración la totalidad de las circunstancias concurrentes en el caso, a fin de constatar si se dan
las  notas  de  ajenidad,  retribución  y  dependencia,  en  el  sentido  en  que  estos  conceptos  son
concebidos por la jurisprudencia.

12. Este Tribunal ha utilizado como indicio de la existencia de una relación laboral (sentencias del
TS de 24 de enero de 2018, recurso 3394/2015; 8 de febrero de 2018, recurso 3389/2015; y 4 de
febrero de 2020, recurso 3008/2017) la diferencia entre la escasísima cuantía en inversión que el
trabajador ha de realizar para poder desarrollar la actividad encomendada (herramientas comunes,
teléfono móvil o pequeño vehículo) frente a la mayor inversión que realiza la principal y entrega al
actor  (herramienta  especializada,  vehículos  para  transporte  de  piezas  importantes,  así  como  el
conocimiento de las instalaciones a montar para lo que se forma al actor).

3. Por el contrario, se tratará de un contrato de arrendamiento de servicios y no de una relación
laboral cuando el demandante (sentencia del TS de 24 de enero de 2018, recurso 3595/2015):

1) Se limita a la práctica de actos profesionales concretos.

2) No está sujeto a jornada, vacaciones, órdenes, ni instrucciones.

3) Practica su trabajo con entera libertad; con independencia y asunción del riesgo empresarial.

DÉCIMO.- Este Tribunal define la dependencia o subordinación como la integración «en el ámbito
de organización y dirección del empresario (es decir, la ajenidad respecto a la organización de la
propia prestación laboral) [...] cristalización de una larga elaboración jurisprudencial en la que se
concluyó que no se opone a que concurra esta nota de la dependencia la "autonomía profesional"
imprescindible en determinadas actividades» (sentencia del TS de 19 de febrero de 2014, recurso
3205/2012). La dependencia es la «situación del trabajador sujeto, aun en forma flexible y no rígida,
a la esfera organicista y rectora de la empresa» (por todas, sentencias del TS de 8 de febrero 2018,
recurso  3389/2015; 1  de  julio  de  2020,  recurso  3585/2018;  y 2  de  julio  de  2020,  recurso
5121/2018). Es decir, la dependencia o subordinación se manifiesta mediante la integración de los
trabajadores en la organización empresarial.
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El TS explica que hay indicios comunes a la mayoría de los trabajos y otros específicos de algunas
actividades laborales. Los indicios comunes de dependencia son los siguientes:

1) La asistencia al centro de trabajo del empleador o al lugar de trabajo designado por éste y el
sometimiento a horario.

2) El desempeño personal del trabajo. Aunque no excluye el contrato de trabajo la existencia en
determinados servicios de régimen excepcional de suplencias o sustituciones.

3) La inserción del trabajador en la organización de trabajo del empleador o empresario, que se
encarga de programar su actividad.

4) La ausencia de organización empresarial propia del trabajador.

UNDECIMO.- 1. Este  Tribunal  ha  considerado  indicios  comunes  de  la  nota  de  ajenidad  los
siguientes (por todas, sentencias del TS de 4 de febrero de 2020, recurso 3008/2017; 1 de julio de
2020, recurso 3585/2018; y 2 de julio de 2020, recurso 5121/2018):

1) La entrega  o puesta  a  disposición  del  empresario  por  parte  del  trabajador  de  los  productos
elaborados o de los servicios realizados.

2) La adopción por parte del empresario y no del trabajador de las decisiones concernientes a las
relaciones  de  mercado  o  de  las  relaciones  con  el  público,  como  fijación  de  precios  o  tarifas,
selección de clientela o indicación de personas a atender.

3) El carácter fijo o periódico de la remuneración del trabajo.

4) El cálculo de la retribución o de los principales conceptos de la misma con arreglo a un criterio
que guarde una cierta proporción con la actividad prestada, sin el riesgo y sin el lucro especial que
caracterizan a la actividad del empresario o al ejercicio libre de las profesiones.

2. La ajenidad concurre cuando concurren las circunstancias siguientes (sentencias del TS de 24 de
enero de 2018, recurso 3595/2015; 8 de febrero de 2018, recurso 3389/2015; y 29 de octubre de
2019, recurso 1338/2017):

1) Los frutos del trabajo pasan ab initio a la empresa, que asume la obligación de retribuir dichos
servicios que están garantizados.

2) No se ha probado que el demandante asuma riesgo empresarial de clase alguna.

3) Tampoco se ha acreditado que realice una inversión  en  bienes  de capital  relevante,  pues  la
inversión que constituye elemento esencial de la actividad contratada se entrega directamente por la
demandada.

3. La ajenidad en los frutos se produce cuando «la utilidad patrimonial derivada del mismo —es
decir, lo que pagan los clientes— ingresa directamente en el patrimonio de la empresa y no en el de
los actores (ajenidad en los frutos y en la utilidad patrimonial) y estos percibirán su salario, en la
modalidad  de  por  unidad  de  obra»  (sentencias  del  TS  de  6  de  octubre  de  2010,  recurso
2010/2009 y 19 de febrero de 2014, recurso 3205/2012).

4. Este Tribunal ha explicado que «el no establecimiento de retribución o salario fijo,  no es un
elemento  característico  delimitador  del  contrato  de  trabajo  respecto  de  otras  figuras,  dado  el
concepto de salario contenido en el art. 26.1 ET comprensivo de "la totalidad de las percepciones
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económicas  de  los  trabajadores,  en  dinero  o  en  especie,  por  la  prestación  profesional  de  los
servicios laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma
de remuneración, o los periodos de descanso computables como de trabajo» (sentencias del TS de
29 de diciembre de 1999, recurso 1093/1999 y 25 de marzo de 2013, recurso 1564/2012).

DUODÉCIMO.- Respecto de los trabajadores con vehículo propio este Tribunal ha sentado los
criterios siguientes:

1) La sentencia del TS de 26 de febrero de 1986, consideró laboral la relación de unos mensajeros
que prestaban el servicio de recepción de paquetes, para su transporte y entrega a los destinatarios,
de acuerdo con las tarifas que tenía establecidas y respondía de su pérdida, extravío, deterioro, hurto
o robo  cuando  su  valor  no  excedía  de  20.000  pesetas.  Los  mensajeros  prestaban  servicios  en
motocicletas de su propiedad, abonando los gastos de mantenimiento, combustible y amortización,
percibiendo un tanto por viaje, sin relación con el precio del transporte que se fijaba por la empresa
y clientes sin intervención de los mensajeros. Los mensajeros llevaban en su vestimenta y vehículo
anuncios de la empresa. Los mensajeros tenían que llamar por teléfono diariamente a la empresa
antes de las diez horas, para recibir la orden de los viajes a realizar, siendo penalizados en caso de
hacerlo con retraso.

El TS argumentó: «La dependencia, aparte de su exteriorización en ese llevar en la ropa y en el
vehículo el nombre de la empresa, se manifiesta también, en la necesidad de llamar diariamente a la
misma, bajo penalización de no hacerlo, para recibir las órdenes de trabajo del día, respecto de las
que asume la obligación de realizarlas sin demora ni entorpecimiento alguno; no tiene trascendencia
a estos efectos el que el trabajador no esté sometido a un régimen de jornada y horario riguroso. La
no  asistencia  de  los  actores  al  trabajo  en  todos  los  días  laborables  es  un  mero  efecto  de  la
configuración que la empresa pretende dar al contrato para eludir la calificación de laboral, y no
constituye  un  dato  esencial  para  determinar  su  verdadera  naturaleza,  pues  ese  comportamiento
empresarial, impide conocer las causas de la inasistencia, que en un contrato de trabajo debidamente
regularizado se puede producir por motivos tan justificados como permisos, licencias, vacaciones,
enfermedad o, incluso períodos intermedios de inactividad laboral en contratos discontinuos o a
tiempo parcial. Por otra parte la posibilidad de compatibilizar el trabajo en otras empresas es algo
que,  debidamente  autorizado,  no  desnaturaliza  el  contrato,  según  cabe  deducir  de  los artículos
5.d) y 21.1 del Estatuto de los Trabajadores».

2) La sentencia  del  TS  de  26  de  junio  de  1986 atribuyó  naturaleza  laboral  a  la  relación  del
propietario de un vehículo que debía estar diariamente, a la hora y en el sitio fijado, con su vehículo
para  la  recogida  de  los  periódicos  o  publicaciones  impresas  editadas  por  la  demandada,
transportándolos y repartiéndolos en los puntos de venta conforme a la ruta asignada. Eran de su
cuenta  los  gastos  de  mantenimiento  del  vehículo,  las  averías  y  reparaciones  del  mismo,  el
carburante consumido y los seguros e impuestos, y corrían también de su cuenta las cotizaciones al
Régimen Especial de Trabajadores Autónomos de la Seguridad Social. Este Tribunal explicó que se
trataba  de  una  actividad  de  reparto  y  distribución  de  los  periódicos  y  publicaciones  de  la
demandada, concluyendo que el demandante «ha prestado voluntariamente sus servicios retribuidos
por cuenta ajena y dentro del ámbito de la organización de otra persona».

3) La sentencia del TS de 2 de febrero de 1988, reputó laboral la prestación de servicios de un
repartidor de periódicos, quien realizaba diariamente la tarea de acudir de madrugada a los locales
de la empresa para cargar periódicos y distribuirlos en los puntos de venta de una ruta previamente
determinada, utilizando para ello una furgoneta Renault de su propiedad.

4) La sentencia del TS de 3 de mayo de 1988, consideró laboral la relación de una persona que
realizaba el transporte y reparto de mercancías que le confiaba la empresa, lo que hacía en una
motocicleta de su propiedad en la que portaba distintivo de la empresa, llevando también uniforme
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que  revelaba  su  adscripción  a  la  misma,  realizando  jornada  para  ella  de  7,15  a  14  horas,
reanudándose de 16,15 hasta las 19 o 20 horas. El actor realizaba una ruta fija diaria para algunas
entidades y con carácter no diario para otras. Todos los días llamaba por teléfono el mensajero a su
empresa para recibir órdenes y rellenar huecos, efectuando los repartos ocasionales que surgían
además de los no diarios y los fijos, sin permanecer inactivo en ningún momento.

5) Reiterados  pronunciamientos  de  este  Tribunal  han  reconocido  la  existencia  de  contratos  de
trabajo en el caso de contratistas con vehículo propio, argumentando que la ajenidad se manifiesta
inequívocamente  porque  es  la  demandada  la  que  incorpora  los  frutos  del  trabajo  percibiendo
directamente  los  beneficios  de  esta  actividad,  sin  que  los  actores  fueran  «titulares  de  una
organización empresarial propia, sino que prestan de forma directa y personal su trabajo para la
realización  del  servicio.  Esta  prestación  es  el  elemento  fundamental  del  contrato,  sin  que  la
naturaleza de éste se desvirtúe por la aportación de vehículo por el trabajador, pues esa aportación
no tiene relevancia económica suficiente para convertir la explotación del vehículo en elemento
definidor de la finalidad fundamental del contrato, mientras que la actividad personal del trabajador
se revela como predominante» (sentencia del TS de 18 de octubre de 2006, recurso 3939/2005 y las
citadas en ella).

DECIMOTERCERO.- La parte demandada hace hincapié en que el actor tenía pleno dominio del
ámbito de organización y dirección porque elegía libremente el día y la hora en que quería prestar
servicios.  Sin  embargo,  este  Tribunal  ha  sostenido  que  la  existencia  de  libertad  de  horario  no
excluye en todo caso la existencia de un contrato de trabajo. La sentencia del TS de 25 de enero de
2000, recurso 582/1999, consideró laboral la relación de una limpiadora con una comunidad de
propietarios, a pesar de que la trabajadora tenía libertad de horario y podía ser sustituida por un
tercero:  «a  pesar  de que  la  sujeción  a  la  dirección de  la  empresa  y  el  carácter  personal  de  la
prestación  aparezcan  disimulados  por  la  libertad  de  horario  y  la  sustitución  esporádica  en  la
prestación de los servicios por familiares, estos caracteres tampoco están ausentes en la relación
enjuiciada, pues las instrucciones y dirección de la empresa aparecen en los propios términos del
contrato que previene la limpieza en "circunstancias especiales" que naturalmente ha de determinar
en cada caso el empresario y dada la naturaleza de los servicios prestados y del empresario, la
libertad de horario no significa ausencia de sometimiento en la ejecución del trabajo a la voluntad
del empresario,  como la sustitución esporádica por familiares no implica,  en el  tipo de trabajo
contratado ausencia del carácter personal de la prestación, pues esta sustitución ocasional también
beneficia al empresario como lo muestra que es carácter ordinario que acompaña a los trabajos de
empleados de fincas urbanas en los que la continuidad en el servicio prima sobre la prestación
personal, constante y sin excepción del trabajo.»
DECIMOCUARTO.- 1. La sentencia  del  TS de  16  de  noviembre  de  2017,  recurso  2806/2015,
declaró la existencia de relaciones laborales de los traductores e intérpretes de una Administración
Autonómica que prestaban servicio a través de una plataforma informática de la que era titular la
empresa  adjudicataria  del  servicio.  La  Administración  requería  los  servicios  de un intérprete  o
traductor a la empresa Ofilingua. El personal de atención telefónica de esta empresa, a través de una
aplicación informática,  localizaba a los traductores e  intérpretes  más cercanos geográficamente,
comprobaba su currículum y se ponía en contacto telefónico con él,  informándole.  El traductor
decidía si acudía o no a desarrollar los servicios. En caso negativo, Ofilingua SL contactaba con
otro colaborador. En alguna ocasión en la que el actor no había podido acudir personalmente a
prestar asistencia,  había acudido su esposa o su hermano. Los colaboradores de la empresa no
recibían instrucciones acerca de cómo debían acometer su trabajo. La empresa no había impartido
nunca cursos de formación, ni proporcionaba medios materiales para el desarrollo del trabajo, ni
autorizaba vacaciones, permisos, licencias...

2. Este Tribunal declaró la existencia de relación laboral porque:
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1) El  actor  asumía  la  obligación  de  prestar  personalmente  los  servicios  de  traducción  e
interpretación para Ofilingua SL.

2) Aunque no tenía un horario fijo, éste venía impuesto por las necesidades de los organismos que
solicitaban a la empresa servicios de traducción e intérprete, fijando el día, hora y lugar al que el
mismo ha de acudir.

3) Aparentemente  el  intérprete  gozaba de  gran  libertad  a  la  hora  de  acudir  o  no  a  prestar  sus
servicios. Sin embargo, «Aunque parece que el intérprete goza de gran libertad a la hora de acudir o
no a prestar sus servicios, es lo cierto que, dada la relación establecida entre las partes, si no acude,
corre el riesgo de que no se le vuelva a llamar.»

4) Dicha actividad la desempeñaba a cambio de una retribución, percibiendo una cantidad fija y
periódica (mensual) determinada por la demandada en proporción con la actividad prestada.

5) Debía justificar las horas que había trabajado, mediante la presentación mensual de facturas a la
que se acompaña certificación del órgano judicial en el que había realizado su actividad.

6) No consta  que el  actor  tuviera algún tipo de estructura empresarial  sino por  el  contrario se
insertaba en la organización de trabajo de la entidad demandada.

7) No desvirtúa la laboralidad de la relación la no prestación de servicios a tiempo completo, ni que
no conste régimen de exclusividad.

8) Tampoco impide la calificación de laboral de la relación el hecho de que la empresa no facilitase
medios materiales al actor ya que, dadas las características del trabajo que realizaba —traducción e
interpretación— descansaba fundamentalmente en el elemento personal, careciendo de relevancia
los medios materiales.

9) La sustitución esporádica por familiares no implica, en el tipo de trabajo contratado, ausencia del
carácter personal de la prestación.

DECIMOQUINTO.- En el supuesto enjuiciado en la presente litis, la sentencia recurrida rechaza la
laboralidad de la prestación de servicios, en esencia, porque considera que Glovo es una empresa
tecnológica cuya actividad se limita a la intermediación. La citada sentencia hace hincapié en lo
siguiente:

1) La libertad de elección de la franja horaria en la que el actor desea trabajar, con fijación de la
hora de inicio y de finalización de su actividad, e incluso dentro de ese periodo, puede no activar la
posición de auto asignación, aunque ello le supone cierta penalización en el sistema de puntuación,
salvo causas justificadas.

2) La libertad  de aceptar  aquellos  pedidos  (slots)  que desea realizar,  sin  tener  que ejecutar  un
mínimo de ellos,  con posibilidad de su rechazo incluso una vez aceptada e  incluso iniciada su
ejecución (sin penalización alguna).

3) La libertad de elegir  la  ruta  para llegar  al  destino fijado por  el  cliente,  siendo éste  y no la
sociedad demandada quien establece las características bien del producto a adquirir bien de la forma
de entrega, estableciéndose una relación directa entre repartidor y cliente.

4) La realización personal por el  demandante de la actividad sin tener trabajadores a su cargo,
poniendo por su parte los escasos medios materiales que se exigen para el desarrollo de la misma,
con asunción de los gastos de su uso.

121



5) La afiliación a la Seguridad Social a través de su alta en el Régimen Especial de Trabajadores
Autónomos.

6) La retribución basada en el número de servicios prestados y no fijada por unidad de tiempo.

7) La no existencia de pacto de exclusividad.

8) La innecesariedad de justificar las ausencias, bastando la mera comunicación, de ser posible con
antelación, de su no disponibilidad para llevar a cabo los recados o encargos.

9) La asunción de la responsabilidad del buen fin del servicio (cobrándolo solo si lo terminaba a
satisfacción del cliente) y la asunción frente al usuario/cliente final de los daños o pérdidas que
pudiera sufrir el producto o mercancía durante el transporte.

En definitiva, la sentencia recurrida concluye que el actor organizaba con total autonomía su propia
actividad,  sin sometimiento alguno al  círculo rector  y organicista  empresarial,  y disponía de la
infraestructura  productiva  y  del  material  propio  necesario  para  el  ejercicio  de  la  actividad,
aportando  los  medios  necesarios  para  su  desarrollo,  siendo  retribuido  en  virtud  del  resultado
alcanzado en la ejecución.

DECIMOSEXTO.- 1. Glovo es una compañía que ha desarrollado una plataforma informática y
que ha suscrito acuerdos con comercios locales que ofrecen determinados productos y servicios. El
consumidor final puede solicitar la compra de tales productos a través de un mandato que confiere a
un tercero utilizando la plataforma de Glovo, abonando el coste del producto y el transporte, y
Glovo pone a su disposición un repartidor que acude al establecimiento y lleva el producto a su
destino. También es posible solicitar solo el transporte de mercancías de un punto a otro.

2. Ambas partes procesales suscribieron un contrato de prestación de servicios profesionales para la
realización de recados, pedidos o microtareas. El demandante se dio de alta en el Régimen Especial
de Trabajadores Autónomos. Previa comunicación del actor, las partes suscribieron un contrato de
TRADE. Su actividad se gestionaba a través de la app de la empresa. El actor indicaba la franja
horaria  en  la  que  deseaba  trabajar,  activaba  la  posición  de  auto-asignación  (disponible)  en  su
teléfono móvil y a partir de entonces comenzaban a entrarle pedidos (slots) acordes con su franja y
zona geográfica. El repartidor tenía que aceptar el pedido, pudiendo hacerlo de forma automática o
manual. Una vez aceptado el pedido el repartidor debía llevarlo a cabo en la forma exigida por el
cliente,  entrando en contacto con éste  de forma directa.  Si  le  surgían dudas sobre la  forma de
realizar el pedido, tenía que ponerse en contacto con el cliente para solventarlas. El sistema de
asignación de pedidos en el sistema de asignación automática se realiza telemáticamente por el
algoritmo de Glovo. Se declara probado que el actor podía rechazar un pedido sin penalización
alguna, así como que el trabajador decidía el momento de inicio y finalización de su jornada y la
actividad  que  realizaba  durante  la  misma,  seleccionando  los  pedidos  que  quería  realizar  y
rechazando  los  que  no  quería,  pudiendo  rechazar  un  pedido  a  media  ejecución  sin  sufrir
penalización alguna.

3. Glovo tiene  establecido  un sistema de  puntuación de  los  repartidores  clasificándolos  en  tres
categorías: principiante, junior y senior. Si un repartidor lleva más de tres meses sin aceptar ningún
servicio, la empresa puede decidir bajarle de categoría. La puntuación del repartidor se nutre de tres
factores: la valoración del cliente final, la eficiencia demostrada en la realización de los pedidos
más recientes, y la realización de los servicios en las horas de mayor demanda, denominadas por la
Empresa «horas diamante». Existe una penalización de 0,3 puntos cada vez que un repartidor no
está operativo en la franja horaria previamente reservada por él. Si la no disponibilidad obedece a
una causa justificada, existe un procedimiento para comunicarlo y justificar dicha causa, evitando el

122



efecto penalizador. Los repartidores que tienen mejor puntuación gozan de preferencia de acceso a
los servicios o recados que vayan entrando. No existía pacto de exclusividad.

4. Mientras el trabajador realizaba su actividad estaba permanentemente localizado a través de un
geolocalizador GPS con el que se registraban los kilómetros que recorría en cada servicio, pudiendo
elegir libremente la ruta a seguir hasta cada destino. El demandante realizaba su actividad con la
moto y el teléfono móvil de su propiedad, asumiendo sus gastos. La sentencia recurrida da por
reproducido el contrato suscrito entre el actor y la demandada, en cuya cláusula 5.6 se acuerda: «En
caso de requerir de un adelanto para el inicio de la actividad se le realizará un adelanto de 100 euros
al Glover que lo demande».

5. El sistema de retribución consistía en el pago de una cantidad por pedido más otra cantidad por
kilometraje y tiempo de espera. El precio del «glovo sencillo» que abonaba el cliente era de 2,75
euros, de los cuales el repartidor percibía 2,50 euros. El resto del precio se quedaba en poder de
Glovo en concepto de comisión por la intermediación realizada. El abono de los servicios se hacía
quincenalmente. Glovo confeccionaba las facturas. El demandante solo cobraba el servicio si lo
terminaba a satisfacción del cliente. En la cláusula 3.4 del contrato suscrito por ambas partes se
pacta que «En el supuesto de que el usuario no se encontrara localizable en la dirección fijada de
entrega para recepcionar el producto objeto del recado, el Glover tendrá derecho al cobro de su
tarifa  íntegra por  el  servicio  de transporte».  Y en  su cláusula 3.5 se  acuerda:  «si  el  pedido es
cancelado una vez el Glover lo ha aceptado, este tendrá derecho a su porcentaje sobre la mitad del
servicio».

También se considera acreditado que el repartidor asumía frente al cliente final los daños o pérdidas
que  pudieran  sufrir  los  productos  o  mercancías  durante  el  transporte.  Si  tenía  que  comprar
productos para el usuario, utilizaba una tarjeta de crédito facilitada por Glovo.

DECIMOSÉPTIMO.- Las partes procesales suscribieron un contrato de TRADE. Sin embargo, no
concurren las condiciones exigidas por el art. 11.2 de la LETA para tener la condición de TRADE:

1) Una de ellas es «Desarrollar su actividad con criterios organizativos propios, sin perjuicio de las
indicaciones  técnicas  que  pudiese  recibir  de  su  cliente».  El  demandante  no  llevaba  a  cabo  su
actividad con sus propios criterios organizativos sino con sujeción estricta a los establecidos por
Glovo.

2) Otra es «Disponer de infraestructura productiva y material propios, necesarios para el ejercicio
de la actividad e independientes de los de su cliente, cuando en dicha actividad sean relevantes
económicamente.» El actor únicamente contaba con una moto y con un móvil. Se trata de medios
accesorios o complementarios. La infraestructura esencial para el ejercicio de esta actividad es el
programa informático desarrollado por Glovo que pone en contacto a los comercios con los clientes
finales. La citada plataforma constituye un elemento esencial para la prestación de servicio. El actor
carecía de una infraestructura propia significativa que le permitiera operar por su cuenta.

DECIMOCTAVO.- 1. Es cierto que en el contrato suscrito por Glovo con el actor constan varios
elementos que, en principio, parecen contrarios a la existencia de un contrato de trabajo, como la
capacidad de rechazar clientes o servicios, de elegir la franja en la que va a prestar servicios o de
compatibilizar el trabajo con varias plataformas.

2. Pese a ello, la teórica libertad de elección de la franja horaria estaba claramente condicionada. Es
cierto que en los hechos probados de autos se afirma que el trabajador podía rechazar pedidos sin
penalización alguna. Pero también se declara probado que los repartidores con mayor puntuación
gozan de preferencia de acceso a los servicios o recados (hecho probado séptimo). El sistema de
puntuación de los repartidores se nutre de tres factores, uno de los cuales es la realización de los
servicios en las horas de mayor demanda (las denominadas «horas diamante»). La sentencia da por
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reproducido el contenido del documento 62 del ramo de prueba de la demandada. En él aparecen las
oscilaciones  virtualmente  diarias  de  la  puntuación  del  demandante:  cada  día  el  programa
informático puntuaba al repartidor. El desempeño del actor era evaluado diariamente. La percepción
de ingresos del repartidor depende de si realiza o no servicios y de cuántos servicios realiza. Se
declara probado que «los repartidores que tienen mejor puntuación gozan de preferencia de acceso a
los servicios o recados que vayan entrando».

En la práctica este sistema de puntuación de cada repartidor condiciona su libertad de elección de
horarios porque si no está disponible para prestar servicios en las franjas horarias con más demanda,
su puntuación disminuye y con ella la posibilidad de que en el futuro se le encarguen más servicios
y conseguir la rentabilidad económica que busca, lo que equivale a perder empleo y retribución.
Además la empresa penaliza a los repartidores, dejando de asignarles pedidos, cuando no estén
operativos en las franjas reservadas, salvo causa justificada debidamente comunicada y acreditada.

La consecuencia es que los repartidores compiten entre sí por las franjas horarias más productivas,
existiendo una inseguridad económica derivada de la retribución a comisión sin garantía alguna de
encargos mínimos, que propicia que los repartidores intenten estar disponibles el mayor período de
tiempo posible para acceder a más encargos y a una mayor retribución.

Se trata de un sistema productivo caracterizado por que no se exige el cumplimiento de un horario
rígido  impuesto  por  la  empresa  porque  las  microtareas  se  reparten  entre  una  pluralidad  de
repartidores  que  cobran  en  función  de  los  servicios  realizados,  lo  que  garantiza  que  haya
repartidores que acepten ese horario o servicio que deja el repartidor que no quiera trabajar.

3. La empresa ha establecido un sistema de puntuación que,  entre otros factores, se nutre de la
valoración del cliente final. El establecimiento de sistemas de control de la actividad productiva
basados en la valoración de clientes constituye un indicio favorable a la existencia de un contrato de
trabajo.  Así,  la sentencia  del  TS de  29  de  diciembre  de  1999,  recurso  1093/1999,  concluye  la
existencia de un contrato de trabajo sobre la base de una pluralidad de indicios, incluyendo el hecho
de que la empresa tenía «un servicio de inspección que revisaba, entre otros, el trabajo realizado por
el actor y recibe las quejas que pudieran tener los clientes sobre su actividad».

DECIMONOVENO.- Existen otros indicios favorables a la existencia de una relación laboral:

1) La geolocalización por GPS del demandante mientras realizaba su actividad, registrando los
kilómetros  que  recorría,  es  también  un indicio  relevante  de  dependencia  en  la  medida  en  que
permite el control empresarial en tiempo real del desempeño de la prestación. Los repartidores están
sujetos a un permanente sistema de control mientras desarrollan la prestación del servicio.

2) Glovo no se limitaba a encomendar al repartidor la realización de un determinado servicio sino
que precisaba cómo debía prestarse, controlando el cumplimiento de las indicaciones a través de la
aplicación.  Así,  se  establecía  que  el  repartidor  debía  realizar  el  servicio  en  el  plazo  máximo
acordado; se especificaba cómo debía dirigirse al usuario final; se le prohibía utilizar distintivos
corporativos tales como camisetas,  gorros,  etc.  Por consiguiente,  Glovo estableció instrucciones
dirigidas a los repartidores relativas a cómo realizar la prestación del servicio. El actor se limitaba a
recibir las órdenes de Glovo en virtud de las cuales debía recoger cada pedido de un comercio y
llevarlo al  domicilio  de un cliente  final.  La realización  de esta  tarea estaba sujeta  a  las  reglas
precisas impuestas por la empresa.

3) Glovo proporcionó al actor una tarjeta de crédito para que pudiera comprar productos para el
usuario: cuando se adquiere un producto para entregarlo al consumidor final, el repartidor utiliza
una tarjeta  de crédito proporcionada por  Glovo.  Y se pactó  que,  si  el  repartidor  necesitaba un
adelanto para el inicio de la actividad, Glovo le realizaría un adelanto de 100 euros.
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4) Glovo abona de una compensación económica por el tiempo de espera. Se trata del tiempo que el
repartidor pasa en el lugar de recogida esperando su pedido.

5) En el contrato de TRADE suscrito por ambas partes se especifican trece causas justificadas de
resolución del contrato por la empresa consistentes en incumplimientos contractuales del repartidor:
por  retraso continuado en  la  prestación  del  servicio;  realización  deficiente  o  defectuosa  de  los
servicios;  ofensas  verbales  o físicas  a  las  personas  que presten servicios  para Glovo,  usuarios,
proveedores o cualquier tercero relacionado con Glovo; transgresión de la buena fe contractual o el
abuso de confianza en el desempeño de las funciones encomendadas... Algunas de ellas, como esta
última,  son  trasunto  literal  de  los  incumplimientos  contractuales  que  justifican  el  despido
disciplinario recogidos en el art. 54 del ET.

6) Glovo es el único que dispone de la información necesaria para el manejo de sistema de negocio:
los comercios adheridos, los pedidos...

VIGÉSIMO.- 1. En  cuanto  al  requisito  de  ajenidad,  Glovo  tomaba  todas  las  decisiones
comerciales.  El  precio  de  los  servicios  prestados,  la  forma  de  pago  y  la  remuneración  a  los
repartidores se fija exclusivamente por esa empresa. Los repartidores no perciben sus honorarios
directamente de los clientes finales de la plataforma sino que el precio del servicio lo recibe Glovo,
quien posteriormente abona su retribución a los repartidores. Ello evidencia que Glovo no es una
mera  intermediaria  entre  clientes  finales  y repartidores.  Ni  los  comercios,  ni  los  consumidores
finales a quienes se realiza el servicio de reparto, son clientes del repartidor, sino de Glovo.

La compensación económica la abona Glovo al repartidor. Esa empresa es quien confecciona cada
una de las facturas y posteriormente se las remite a los repartidores para que estos muestren su
conformidad y se las girasen a la empresa. Es decir, formalmente era el actor quien giraba su factura
a Glovo para que esta se la abonara. Pero en realidad la había confeccionado Glovo, conforme a las
tarifas y condiciones fijadas por ella misma, y se la remitía al repartidor para que este se la girase a
la empresa y la cobrase.

2. Respecto a la ajenidad en los riesgos, el hecho de no cobrar por el servicio si éste no llega a
materializarse es consecuencia obligada de la retribución por unidad de obra. Pero no supone que el
trabajador responda de su buen fin asumiendo el riesgo y ventura del mismo. La sentencia del TS de
15 de  octubre  de  2001,  recurso  2283/2000,  explica  que,  cuando se pacta  que  el  trabajador  no
perciba su comisión cuando la operación no tiene éxito o queda anulada, ello no supone que el
empleado asuma la responsabilidad del buen fin de las operaciones.

Sin embargo, en el supuesto enjuiciado se declara probado que el actor asumía frente al usuario
(cliente  final)  los  daños  o  pérdidas  que  pudieran  sufrir  los  productos  o  mercancías  durante  el
transporte.  Se  trata  de  un  indicio  contrario  a  la  existencia  de  una  relación  laboral  porque
normalmente  los  trabajadores  no  responden  frente  al  cliente  de  los  daños  o  pérdidas  de  los
productos  transportados,  sin  perjuicio  de  que  el  empleador  pueda  imponerles  una  sanción
disciplinaria en caso de incumplimiento del contrato de trabajo.

Además el  demandante asumía el  riesgo derivado de la  utilización de una motocicleta y móvil
propios, cuyos costes corrían a su cargo, percibiendo su retribución en función de los servicios
prestados.

Pese a ello, atendiendo a las concretas circunstancias de la prestación de servicios, descritas en los
fundamentos de derecho anteriores, no puede decirse que concurriera en el actor el binomio riesgo-
lucro especial que caracteriza a la actividad del empresario o al ejercicio libre de las profesiones
(sentencias  del  TS  de  4  de  febrero  de  2020,  recurso  3008/2017; 1  de  julio  de  2020,  recurso
3585/2018; y 2 de julio de 2020, recurso 5121/2018).
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3. Sí que existe la ajenidad en los frutos porque Glovo se apropia de manera directa del resultado de
la prestación de trabajo, el cual redunda en beneficio de dicha empresa, que hizo suyos los frutos
del mismo.

El  repartidor  no  tenía  ninguna  intervención  en  los  acuerdos  establecidos  entre  Glovo  y  los
comercios, ni en la relación entre Glovo y los clientes a los que servían los pedidos. No contrató con
unos ni con otros, limitándose a prestar el servicio en las condiciones impuestas por Glovo. Es la
empresa quien acuerda con los distintos establecimientos los precios que éstos le abonan y fija
unilateralmente las tarifas que el repartidor percibe por los recados que efectúa, incluidas las sumas
adicionales por kilometraje  y tiempo de espera,  en cuyo establecimiento aquél no tiene la más
mínima participación.

4. Había ajenidad en los medios, evidenciada por la diferencia entre la importancia económica de la
plataforma digital y los medios materiales del demandante: un teléfono móvil y una motocicleta.
Los medios de producción esenciales en esta actividad no son el teléfono móvil y la motocicleta del
repartidor  sino  la  plataforma  digital  de  Glovo,  en  la  que  deben  darse  da  alta  restaurantes,
consumidores y repartidores, al margen de la cual no es factible la prestación del servicio. Y el actor
realizaba su actividad bajo una marca ajena.

VIGÉSIMO PRIMERO.- 1. En definitiva, Glovo no es una mera intermediaria en la contratación
de  servicios  entre  comercios  y  repartidores.  No  se  limita  a  prestar  un  servicio  electrónico  de
intermediación  consistente  en  poner  en  contacto  a  consumidores  (los  clientes)  y  auténticos
trabajadores autónomos, sino que realiza una labor de coordinación y organización del servicio
productivo. Se trata de una empresa que presta servicios de recadería y mensajería fijando el precio
y condiciones de pago del servicio, así como las condiciones esenciales para la prestación de dicho
servicio. Y es titular de los activos esenciales para la realización de la actividad. Para ello se sirve
de repartidores que no disponen de una organización empresarial propia y autónoma, los cuales
prestan su servicio insertados en la organización de trabajo del empleador, sometidos a la dirección
y organización de la plataforma, como lo demuestra el hecho de que Glovo establece todos los
aspectos relativos a la forma y precio del servicio de recogida y entrega de dichos productos. Es
decir, tanto la forma de prestación del servicio, como su precio y forma de pago se establecen por
Glovo. La empresa ha establecido instrucciones que le permiten controlar el proceso productivo.
Glovo ha establecido medios de control que operan sobre la actividad y no solo sobre el resultado
mediante  la  gestión  algorítmica  del  servicio,  las  valoraciones  de  los  repartidores  y  la
geolocalización constante. El repartidor ni organiza por sí solo la actividad productiva, ni negocia
precios o condiciones con los titulares de los establecimientos a los que sirve,  ni  recibe de los
clientes  finales  su  retribución.  El  actor  no  tenía  una  verdadera  capacidad  para  organizar  su
prestación  de  trabajo,  careciendo  de  autonomía  para  ello.  Estaba  sujeto  a  las  directrices
organizativas fijadas por la empresa. Ello revela un ejercicio del poder empresarial en relación con
el modo de prestación del servicio y un control de su ejecución en tiempo real que evidencia la
concurrencia del requisito de dependencia propio de la relación laboral.

2. Para prestar estos servicios Glovo se sirve de un programa informático que asigna los servicios
en función de la valoración de cada repartidor, lo que condiciona decisivamente la teórica libertad
de elección de horarios y de rechazar pedidos. Además Glovo disfruta de un poder para sancionar a
sus repartidores por una pluralidad de conductas diferentes, que es una manifestación del poder
directivo del empleador. A través de la plataforma digital, Glovo lleva a cabo un control en tiempo
real de la prestación del servicio, sin que el repartidor pueda realizar su tarea desvinculado de dicha
plataforma.  Debido  a  ello,  el  repartidor  goza  de  una  autonomía  muy  limitada  que  únicamente
alcanza a cuestiones secundarias: qué medio de transporte utiliza y qué ruta sigue al realizar el
reparto, por lo que este Tribunal debe concluir que concurren las notas definitorias del contrato de
trabajo entre el actor y la empresa demandada previstas en el art. 1.1 del ET, estimando el primer
motivo del recurso de casación unificadora.
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2. O trabalho em plataformas digitais: considerações introdutórias

2.1.  O trabalho em plataformas  digitais  está  relacionado com a  digitalização e  com a

chamada  economia  colaborativa,  que  origina  uma mudança  de  valores  e  novos  compromissos

sociais.

Surge um novo sistema de  trabalho com o advento da  sharing economy ou economia

colaborativa,  que gera um espaço de confluência entre  as mudanças  no trabalho,  na economia

global, e as geradas naquele pela digitalização desta. E, apesar de implicarem grandes promessas de

desenvolvimento,  também  provocam  muitos  desafios  que  requerem  uma  atuação  proativa  de

empresas, governos, indivíduos e trabalhadores.

Esta economia partilhada ou colaborativa, na noção apresentada pela Comissão Europeia em

2 de junho de 2016, no Documento Uma Agenda Europeia para a Economia Colaborativa, refere-

se  a  “modelos  empresariais  no  âmbito  dos  quais  as  atividades  são  facilitadas  por  plataformas

colaborativas que criam um mercado aberto para a utilização temporária de bens ou serviços, muitas

vezes prestados por particulares. São três as categorias de intervenientes na economia colaborativa:

(i) os  prestadores  de  serviços  que  partilham  os  ativos,  os  recursos,  a  disponibilidade  e/ou  as

competências — podem ser particulares que oferecem serviços numa base esporádica («pares») ou

prestadores  de  serviços  que  atuam no  exercício  da  sua  atividade  profissional  («prestadores  de

serviços profissionais»); (ii) os utilizadores desses serviços; e (iii) os intermediários que — através

de  uma  plataforma  em  linha  —  ligam  prestadores  de  serviços  e  utilizadores,  facilitando  as

transações recíprocas («plataformas colaborativas»). Por via de regra, as transações na economia

colaborativa  não  implicam uma  transferência  de  propriedade,  podendo  ser  realizadas  com fins

lucrativos ou sem fins lucrativos”32.

A economia colaborativa gera novas oportunidades, para todos, podendo dar um importante

contributo  para  a  criação de  empregos,  de  regimes  de  trabalho flexíveis  e  de  novas  fontes  de

rendimento,  desde  que  seja  devidamente  incentivada  e  desenvolvida  de  forma  responsável.

Contudo, como também salienta a Comissão Europeia, suscitam-se vários problemas. Desde logo, a

economia colaborativa levanta frequentemente questões no que diz respeito à aplicação dos quadros

jurídicos  em  vigor,  diluindo  a   tradicional  distinção  entre  consumidor  e  fornecedor,  entre

trabalhador por conta de outrem e trabalhador por conta própria, bem como entre a prestação de

serviços profissionais e não profissionais.

32  Ver, também, OCDE, New Forms of Work in the Digital Economy, 2016.
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Há que ter  em atenção,  também, que  se o aparecimento  desta  economia  se baseia  em

mudanças tecnológicas, ela não é uma consequência nem direta, nem exclusiva delas, sendo mais o

produto final de várias tendências que incluem estratégias de produção, a globalização, a promoção

do empreendedorismo e do trabalho independente e o desenvolvimento das tecnologias digitais. Ela

é a manifestação pioneira das grandes transformações que estão a acontecer no trabalho.

Ora, sob este conceito amplo denominado de  sharing economy, aparecem as plataformas

digitais através da internet. Surgem com um discurso amável e atual do que oferecem, que se une,

por seu lado, aos novos hábitos digitais das pessoas, à falta de oportunidades, por vezes, no mercado

tradicional e a um enorme marketing que converte muitas pessoas em empreendedores, donos do

seu próprio tempo e destino, mesmo que, na verdade, esse tempo e esse destino estejam nas mãos de

grandes empresas internacionais33.

2.2.  A expansão das plataformas digitais  é  enorme e em menos de uma década foram

criadas  cerca  de  10.000  companhias  ou  plataformas  que  geraram muitos  postos  de  trabalho34.

Atualmente há uma app para tudo ou quase tudo, desde atividades mais simples, como entrega de

alimentação, até atividades mais complexas, como prestação de serviços jurídicos, surgindo todos

os dias novas plataformas. Por outro lado, mesmo aquelas que estão bem sedimentadas no mercado

quase que se reinventam todos os dias ou variam a sua aplicação de país para país35.

Nesta economia colaborativa, surge então o Crowdwork, que pode ser quer o crowdwork

online,  quer  o  crowdwork  offline,  na  medida  em que  há  atividades  que  podem ser  realizadas

completamente online e oferecidas globalmente. Assim, há atividades que podem ser oferecidas de

forma global,  e outras há que exigem uma execução local.  Nas primeiras,  qualquer pessoa, em

qualquer local do mundo, pode realizá-las; nas segundas, isso já não é possível.

No caso da Glovo, trata-se de uma plataforma digital de crowdwork offline, ou de work on

demand via apps. Nestas, as atividades exigem uma presença física e, por isso, a concorrência não é

global,  embora  se  levantem  também  várias  questões,  pois  o  trabalho  é  realizado  à  chamada,

denominado on demand work, originando um incremento da força de trabalho just-in-time, sendo

que o trabalhador da plataforma normalmente entra em contacto direto com o utilizador. 

Nestas formas de prestar trabalho há muitos períodos de tempo não retribuídos, como o

tempo  de  espera,  que  pode  ser  muito,  dependendo  da  plataforma.  Existem  ainda  horários

33  Para mais desenvolvimentos sobre o surgimento deste conceito, ver, entre outros,  JUAN PLAZA ANGULO,  DAVID

PATIÑO RODRÍGUEZ e ROSARIO GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, “Nuevo contexto para el trabajo: economía de plataformas e
liberalismo económico”, in Trabajo en Plataformas Digitales: innovación, Derecho y mercado, Thomson Reuters,
Aranzadi,  Navarra,  2018,  pp.   40  e  ss.,  assim  como  Parlamento  Europeu,  The  situation  of  workers  in  the
collaborative economy, 2016.   

34  MARK GRAHAM, The Risks and Rewards of Online Gig Economy, Oxford Internet Institute, 2017.
35  Vide JEREMIAS PRASSL, Humans as a Service – the Promise and Perils of Work in the Gig Economy, OUP, Oxford,

2018, pp. 12-13. 
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completamente  irregulares,  com permanência  constante  do  trabalhador  online,  com permanente

disponibilidade, sendo que há alturas de zero hours e outras de rush hours. 

As condições de trabalho são, muitas vezes, extremamente precárias, pois recebem muito

pouco e sob a fórmula de pay as you go, just in time, são despedidos quando já não servem, vítimas

de uma feroz competitividade entre os aspirantes a emprego. Por outro lado, vivem vidas laborais

curtas e segmentadas,  desprovidas de qualquer tutela,  com condições de trabalho extremamente

instáveis e com uma baixíssima qualidade de vida36. No ordenamento jurídico norte-americano, uma

expressão que ficou muito conhecida para estas novas formas de prestar trabalho foi a de VUCA,

que  é  um  acrónimo  das  palavras,  em  inglês,  volatility,  uncertainty,  complexity e  ambiguity,

considerando que são estas as palavras que definem muito do trabalho que é realizado neste novo

mundo digital, já que o trabalhador digital pode converter-se muito rapidamente num trabalhador

VUCAN, vítima de várias  precariedades  no seu trabalho,  na  vida  profissional,  na  sua situação

económica e até nas suas expectativas pessoais37.

2.3.  Atendendo a tudo isto,  a OIT recomenda que exista  “um desenvolvimento de um

sistema de governação internacional para plataformas de trabalho digitais que estabeleça e exija que

as plataformas (e clientes) respeitem certos direitos e proteções mínimas”38. Na verdade, várias das

tarefas realizadas através das plataformas digitais implicam um contacto direto com os clientes e

esta situação pode trazer elementos acrescidos ao nível de riscos laborais, referidos pela própria

OIT39, podendo agravar o stress laboral ou o síndrome de burnout.

Por outro lado, defendeu, também, que deveria existir um “ser humano no comando” que

garantisse  que  decisões  finais  que  afetem  o  trabalho  sejam  tomadas  por  seres  humanos,

considerando que é  importante  atender  que  “A gestão  de  algoritmos,  a  vigilância  e  o  controlo

através de sensores e de outras formas de monitorização, precisa de ser regulado para proteger a

dignidade dos trabalhadores. O trabalho não é uma mercadoria; nem é um robô”.

Não  pode  deixar  de  ter-se  em  atenção  que  os  algoritmos  são,  no  final,  construções

humanas: eles são criados, programados e treinados por seres humanos. As escolhas feitas pelos

mesmos durante a programação de um algoritmo afetam toda a operação e resultados do mesmo.

Assim,  os  algoritmos  não  estão  livres  de  inspiração  humana.  Além  disso,  os  algoritmos  são

36  Ver GERARD VALENDUC e PATRICIA VENDRAMIN, Work in the digital economy: sorting the old from the new, ETUI,
Bruxelas, 2016, pp. 32 e ss.. 

37  Cf.  MIGUEL  RODRÍGUEZ-PIÑERO  ROYO,  op.  cit.,  pp.  205-206,  assim  como  EMANUELE  DAGNINO,  “Uber  law:
perspectiva  jurídico-laboral  de  la  sharing/on-demand  economy”,  in  Revista  Internacional  y  Comparada  de
Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, n.º 3/2015, pp. 10 e ss.

38  Trabalhar para um Futuro Melhor, Genebra, 2019, p. 46.
39  OIT, Final Report – Meeting of Experts on Violence against Women and Men in the World of Work, 2016, p. 40.
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treinados com dados históricos.  Se esses dados forem tendenciosos contra  certos indivíduos ou

grupos, o algoritmo replicará o viés humano e aprenderá a discriminá-los40.

Não  se  questiona,  obviamente,  que  podem existir  vantagens  nestas  formas  de  prestar

trabalho, nomeadamente a de uma melhor conciliação entre a vida profissional e a vida pessoal e

familiar, ou a possibilidade de melhoria de vida que promovem41, mas não pode deixar de ter-se em

atenção os inúmeros perigos que as mesmas comportam. Perigos, desde logo, para os respetivos

prestadores de serviços, inseridos num “modelo de negócio” cuja rentabilidade assenta, em parte,

numa  acentuada  compressão  dos  custos  com  a  mão  de  obra  utilizada,  que  rejeita  a  própria

qualificação como trabalhadores daqueles que aí laboram…42.

Contudo, considera-se que,  para a maior parte dos trabalhadores destas plataformas,  as

condições de trabalho são más, independentemente do tipo de trabalho que é prestado. A falta de

sindicatos, de união entre estes trabalhadores, o oligopólio de certas plataformas relativamente à

entrega de determinados produtos, e uma constante insegurança económica, tudo contribui para que

a remuneração seja muito baixa e que não se consiga, muitas vezes, um rendimento digno.

Os empregadores/plataformas determinam todas as condições de trabalho num universo

que  é  denominado  de  app  as  the  boss,  numa  espécie  de  Master  and  Servant  onde  temos  as

plataformas digitais, os trabalhadores e os clientes. Os trabalhadores são facilmente substituídos por

outros, porque muitos necessitam do trabalho e este não requer especiais qualificações, sujeitando-

se, por isso, às condições que lhes são impostas43. Contudo, muitas vezes a linguagem que estas

plataformas utilizam para captar clientes é extremamente apelativa44, mascarando a dura realidade

das pessoas que para elas trabalham, onde muitas vezes o progresso técnico não liberta, bem pelo

40  Cf. a recente decisão do Tribunal de Bolonha, secção social, de 31 de dezembro de 2020, onde se condenou o
algoritmo da plataforma Deliveroo por ter sido considerado discriminatório.

41  É interessante notar que muitas destas plataformas têm nos sites testemunhos bastante positivos sobre as pessoas
que executam atividades para as mesmas, utilizando uma linguagem extremamente apelativa e convincente, como
uma espécie de bright side of life. Vide OIT, As plataformas digitais e o futuro do trabalho – promover o trabalho
digno no mundo digital, Genebra, 2018, pp. 40-41.

42  Basta lembrar que a Uber, num comunicado de abril de 2019, disse que “If, as a result of legislation or judicial
decisions, we are required to classify Drivers as employees (…), we would incur significant additional expenses for
compensating Drivers, potentially including expenses associated with the application of wage and hour laws (…),
employee benefits, social security contributions, taxes, and penalties. (…) Any such reclassification would require
us to fundamentally change our business model.” 

43  Os trabalhadores continuam a trabalhar sem qualquer respeito pelos tempos de trabalho até obterem o mínimo de
subsistência,  não podendo deixar  de se atender a  que as  retribuições baixas  que auferem impedem que exista
capacidade de compra ou consumo na sociedade, perpetuando, desta forma, uma espiral negativa de descréscimo e
de desemprego. 

44  Exemplos de linguagem:  Seja o seu próprio empregador;  Seja dono do seu tempo;  Faça exercício enquanto
trabalha (no caso dos riders); Trabalhe apenas quando quiser; Sem escritório e sem empregador.

Outra máxima muito difundida e que cativa bastantes pessoas no que concerne à Uber, por exemplo, assenta na garantia
de segurança, tanto para os passageiros, como para os motoristas, utilizando slogans como Uber: uma viagem na
qual você pode confiar;  garantimos a sua segurança através do nosso GPS; ou  Uber: Drive Safe.  No caso da
Foodora, pode ver-se “Did you ever wonder why so many 'pink bikers' are riding around Berlin? Well, we know
why! They all love to have a super flexible job, earn good money and be their own boss, which is exactly why they
already  joined  the  Foodora  network”,  ou,  no  caso  da  Deliveroo,  “You  decide  when  to  work.  Working  with
Deliveroo  gives  you flexibility  and  independence.  And  by  being  self-employed,  you  enjoy  the  advantages  of
working to your own availability”.
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contrário, já que há novas tecnologias que originam um estado de quase permanente submissão,

bastando lembrar  a  constante  geolocalização  a  que  estes  trabalhadores  estão  sujeitos,  tornando

realidade o fantasma de uma sociedade de controlo total, ou quase total. Na verdade, as plataformas

digitais  apresentam-se  como  novas,  mas  em  muitas  situações  existe  uma  acentuada  falta  de

transparência, o que não pode ocorrer. Grande parte desta economia colaborativa é  invisível e é

imperioso saber como funciona, se existe e quem é o empregador, onde está e como dirige.

Os trabalhadores, quando se registam nas plataformas, demonstram que estão disponíveis

para trabalhar e, embora teoricamente não haja uma obrigação de aceitar as tarefas que lhes são

dirigidas, as avaliações são realizadas de acordo também com o número de tarefas que aceitam, o

que coloca os trabalhadores sob pressão de terem de aceitar o maior número possível de atividades,

a que acresce o baixo rendimento que auferem por cada uma. Ora, esta realidade coloca a liberdade

de  aceitação  dos  pedidos,  por  parte  de  pessoas  facilmente  fungíveis,  numa  perspetiva

completamente diferente e demonstra como não há, na maioria dos casos, uma verdadeira e efetiva

liberdade.

Em Portugal, dados recentes demonstram que mais de 10% da população adulta já prestou

algum serviço através de plataformas digitais,  sendo que entre  2% a 4% dos trabalhadores das

plataformas digitais tem nestas a sua fonte de rendimento principal,  o que representa um valor

ligeiramente mais elevado que a média europeia de 2%. É interessante ainda notar que em Portugal

se regista a maior percentagem de trabalhadores – cerca de 10% – que prestam crowdwork offline

ou work on demand via apps, quando comparados com a média europeia45.

3. A prestação de serviços via apps: um enorme desafio para o Direito do Trabalho

É sabido que o Direito do Trabalho foi um produto tardio da Revolução Industrial, nasceu

num ambiente fabril e a pensar na situação dos operários, assumiu-se como “direito do contrato de

trabalho”, um contrato marcado pela nota da dependência, da subordinação. A relação de troca entre

trabalho e salário, estabelecida no cenário da velha fábrica ─ uma relação fortemente hierarquizada,

em que o trabalhador está sujeito a um apertado controlo e vigilância por parte do empregador ou

do “chefe”, em que o trabalhador não tem qualquer margem de autonomia operatória e se sujeita às

45 COLLEEM, 2017 e 2019, in https://ec.europa.eu/jrc/en/colleem, assim como REINHARD NAUMANN, Promoting social
protection and labour rights of platform workers: Strengthening their employee status is the key to success? – Peer
Country Comments Paper – Portugal, setembro 2020, pp. 1.2. 
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ordens e aos comandos estritos da contraparte, devendo, acima de tudo, obedecer ─, esta relação

encontra-se na génese do Direito do Trabalho, correspondendo ao paradigma da sociedade industrial

─  uma  sociedade  em  que,  dir-se-ia,  se  registou  a  “sinédoque  da  subordinação”,  uma  espécie

extremada de  subordinação jurídica  (mas  uma espécie  apenas,  não  o  genus),  registada  entre  o

operário e a sua entidade empregadora, titular da empresa, a subordinação clássica, marcada por

uma forte e constante heterodireção patronal dos diversos aspetos da prestação laboral (conteúdo,

modalidades, tempo, lugar, etc.)46.

É, contudo, também sabido que a subordinação jurídica constitui uma noção de geometria

variável,  que  comporta  uma extensa  escala  gradativa.  E,  ao  longo  do séc.  XX,  no  trânsito  da

sociedade industrial para uma sociedade pós-industrial, em que o setor dos serviços foi destronando

a fábrica, foi-se outrossim verificando uma flexibilização da subordinação. Esta não desapareceu,

mas as formas de exercício dos poderes da entidade empregadora foram-se tornando mais dúcteis e

menos  ostensivas. A subordinação  jurídica,  a  mais  de  conhecer  limites (sob  pena,  aliás,  de  a

condição do trabalhador se degradar a uma condição servil),  também comporta  graus distintos,

tanto podendo ser muito intensa e constante como exprimir-se em moldes bastante ténues e até

potenciais  (desde  logo,  a  subordinação  jurídica  não  é  incompatível  com  a  autonomia

técnico-executiva, típica, p. ex., das chamadas “profissões liberais”).

De resto, a própria evolução da noção legal de contrato de trabalho, quando confrontamos o

art. 1152.º do Código Civil, de 1966, com o art. 11.º do Código do Trabalho, de 2009, não deixa de

constituir uma manifestação, ainda que tímida, dessa tendência. Com efeito, vem sendo sublinhado

que talvez os retoques dados pelo art. 11.º do CT na referida noção, passando a fazer referência à

inserção  “no âmbito  de  organização”  e  eliminando a  menção à  “direção”  patronal,  facilitem a

agilização da subordinação laboral, alargando as fronteiras do Direito do Trabalho às novas formas

de prestação dependente de serviços47.

Ora,  como  acima  se  referiu,  as  apps,  ao  permitirem novas  formas  de  prestar  serviços,

colocando em contacto a oferta e a procura, representam, sem dúvida, um dos desafios emergentes

46  Neste  sentido,  assinalando  que  aquilo  que  ocorreu  historicamente,  com  a  subordinação,  foi  uma  espécie  de
sinédoque ─  a identificação do todo por uma das partes que o compõem, pela subordinação clássica própria da
grande fábrica ─, identificação esta que deve ser superada, tendo em conta as transformações entretanto registadas
no mundo do trabalho, vd. LORENA VASCONCELOS PORTO, A subordinação no contrato de trabalho – uma releitura
necessária, LTR, São Paulo, 2009, pp. 43 e ss. 

47  Nestes termos,  LIBERAL FERNANDES,  para quem o novo segmento «no âmbito de organização»,  em lugar da
anterior  «direção»,  consiste  numa  alteração  suscetível  de  agilizar  a  qualificação  do  elemento  subordinação,
adotando um conceito mais flexível de subordinação laboral, de forma a abranger as novas formas de organização
do trabalho e passando esta nova matriz de laboralidade a abranger os trabalhadores economicamente dependentes
─ «A noção de contrato de trabalho no Código de 2009: evolução ou continuidade?», QL, n.º 51, 2017, pp. 113-122.
Também  MONTEIRO FERNANDES considera existir uma tendência para passar do critério formal da subordinação
jurídica (assente na existência de uma posição de  autoridade juridificada de um sujeito sobre o outro) para o
critério material da dependência económica (assente numa situação de supremacia de facto derivada da posição de
um dos sujeitos perante o mercado e o processo produtivo) ─ «Deverá a subordinação jurídica manter-se como
elemento qualificador?», JOSÉ JOÃO ABRANTES (coord.), II Congresso Europeu de Direito do Trabalho, Almedina,
FDUNL, 2018, pp. 97-107.
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para o Direito do Trabalho. Afinal, os serviços fornecidos  via apps, sejam serviços de transporte

efetuados por um motorista, sejam serviços de entrega ao domicílio efetuados por um estafeta (só

para darmos estes dois exemplos, frequentes nos nossos dias), relevam para o Direito do Trabalho,

situando-se dentro das fronteiras deste ramo do ordenamento? Ou, pelo contrário, quem presta tais

serviços são trabalhadores independentes, são, quiçá, microempresários, cuja atividade já está para

além das fronteiras do direito laboral?

É claro que qualificar o trabalho em plataformas, o trabalho realizado com recurso a apps, como

autónomo ou dependente sempre dependerá de uma apreciação casuística, que leve em conta os

dados resultantes de cada tipo de relação, de cada concreto contrato. E também é claro que estas

novas  formas  de  prestar  serviços  levantam  consideráveis  dificuldades  de  enquadramento,  até

porque,  infelizmente,  não  dispomos  de  um  qualquer  “subordinómetro”  que  nos  forneça  uma

resposta infalível e irrefutável.

De todas as formas, o caso em apreço, decidido por sentença do Tribunal Supremo de Espanha,

de 25/9/2020, revela-se especialmente importante, não apenas pela sua atualidade mas também por,

como se disse, ser uma sentença de unificação de doutrina ou de uniformização de jurisprudência,

que versou sobre o estatuto de um  rider/estafeta  da  Glovo.  Ora,  o  Supremo Tribunal  espanhol

reconheceu  a  existência,  in  casu,  de  uma  relação  de  emprego,  de  uma  relação  de  trabalho

dependente e subordinado, entre o rider/estafeta e a Glovo48. Em síntese, o tribunal afirmou que:

20) A  Glovo não  é  uma  mera  intermediária  na  contratação  de  serviços  entre

estabelecimentos comerciais e estafetas; não se limita a prestar um serviço eletrónico

de  intermediação,  consistente  em  pôr  em  contacto  consumidores  (os  clientes)  e

autênticos  trabalhadores  autónomos,  antes  realiza  também  uma  atividade  de

coordenação e organização do serviço produtivo;

21) Trata-se de uma empresa que presta serviços de recovagem (de transporte e entrega de

mercadorias), fixando o preço e as condições de pagamento do serviço, bem como as

condições essenciais para a prestação de tais serviços; e é titular dos ativos essenciais

para a realização da atividade;

22) Para  isso  utiliza  riders/estafetas  que  não  dispõem de  uma organização  empresarial

própria  e  autónoma,  os  quais  prestam  o  seu  serviço  inseridos  na  organização  de

trabalho do empregador, submetidos à direção e organização da plataforma, como o

demonstra o facto de a Glovo estabelecer todos os aspetos relativos à forma e preço do

serviço de recolha e entrega de tais produtos;

48 Na Itália, veja-se o caso, recentíssimo, do Tribunal de Palermo, que também qualificou como sendo de trabalho o
contrato celebrado entre um rider e a Glovo (Sentença n.º 3570/2020, de 20/11/2020).

133



23) Ou seja, tanto a forma de prestação do serviço como o seu preço e forma de pagamento

são estabelecidos pela Glovo; a empresa emite instruções que lhe permitem controlar o

processo produtivo e instituiu meios de controlo que incidem sobre a atividade e não

apenas sobre o resultado, mediante a gestão algorítmica do serviço, as avaliações dos

riders/estafetas e a geolocalização constante;

24) O rider/estafeta nem organiza por si só a atividade produtiva, nem negoceia preços ou

condições com os titulares dos estabelecimentos que serve, nem recebe dos clientes

finais a sua retribuição;  in casu, o autor não tinha uma verdadeira capacidade para

organizar  a  sua prestação de trabalho,  carecendo de autonomia para isso e  estando

sujeito às diretrizes organizativas fixadas pela empresa; isso revela um exercício do

poder  empresarial  quanto  ao  modo  de  prestação  do  serviço  e  um controlo  da  sua

execução em tempo real que evidencia a presença do requisito de dependência próprio

da relação laboral;

25) Para prestar esses serviços, a Glovo serve-se de um programa informático que atribui

os  pedidos  em  função  da  avaliação  de  cada  rider/estafeta,  o  que  condiciona

decisivamente a teórica liberdade de escolha de horários e de recusa de tais pedidos;

ademais, a Glovo desfruta de um poder para sancionar os seus riders/estafetas por uma

pluralidade de condutas diferentes, o que é uma típica manifestação do poder diretivo e

disciplinar do empregador;

26) Através  da plataforma digital,  a  Glovo leva a  cabo um controlo em tempo real  da

prestação do serviço em causa,  sem que o rider/estafeta  possa realizar  a  sua tarefa

desvinculado  da  referida  plataforma;  devido  a  isso,  o  rider/estafeta  goza  de  uma

autonomia  muito  limitada,  que  apenas  abrange  questões  secundárias  (que  meio  de

transporte utiliza e que rota segue para realizar a entrega), pelo que o tribunal concluiu

que concorrem, no caso, as notas definidoras de um contrato de trabalho entre o autor e

a empresa demandada.

4. Direito do Trabalho: um ramo flexível e diversificado.

É certo que a margem de liberdade operacional do  rider/estafeta é maior, bem maior, do que

aquela de que dispunha o operário da velha fábrica fordista: o rider/estafeta não parece estar sujeito

a um dever de assiduidade e pontualidade (ele não tem de estar sempre disponível, pode escolher as

faixas  horárias  em  que  estará  pronto  a  prestar  serviço,  pode  até  recusar  certos  serviços  em

concreto), nem está sujeito a um dever de exclusividade ou, sequer, a um dever de não concorrência

(pode  trabalhar  para  várias  plataformas,  prestando  o  mesmo  tipo  de  serviços  a  empresas
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concorrentes), ele utiliza instrumentos de trabalho próprios (o carro, a motorizada, a bicicleta, o

smartphone)…

Ainda assim, os traços indiciadores de dependência são muito fortes e vincados: o estafeta (tal

como, de resto, o motorista) não tem clientes, quem os tem é a Glovo, é esta que contacta com o

mercado; os estafetas trabalham sob a marca Glovo, estão sujeitos a diversas formas de controlo e

avaliação algorítmica por parte da Glovo, sendo esta que fixa os preços do serviço, etc.

A narrativa segregada pelas empresas que operam nas plataformas digitais, segundo a qual os

prestadores  de  serviços  via  apps (os  estafetas,  os  motoristas,  etc.)  desejam  flexibilidade  e

autonomia, o que seria contrário à sua qualificação como trabalhadores dependentes, revela-se, a

nosso ver, falaciosa. Isto porque o Direito do Trabalho nunca se opôs, nem se opõe, à liberdade do

trabalhador. O Direito do Trabalho opôs-se e opõe-se, sim, a certas “liberdades” do empregador, que

resultam da posição dominante que este ocupa na relação que estabelece com as pessoas que lhe

prestam serviços  (a  liberdade  de  pagar  salários  baixíssimos,  a  liberdade  de  fazer  com que  os

trabalhadores laborem durante períodos excessivos e sem observar o necessário repouso, a liberdade

de despedir esses trabalhadores quando entender e pelas razões que entender, etc.). 

Reiteramos:  em matéria  de  qualificação,  tudo dependerá,  como é  óbvio,  das  circunstâncias

concretas  de  cada  relação,  de  cada  contrato,  dos  direitos  e  obrigações  das  partes,  da  dinâmica

relacional  que  entre  elas  se  estabeleça.  Mas,  aqui  chegados,  afirmamos:  a  circunstância  de  o

prestador de serviço utilizar instrumentos de trabalho próprios, bem como de estar dispensado de

cumprir  deveres  de  assiduidade,  pontualidade  e  não  concorrência,  não  é  incompatível  com  a

existência de uma relação de trabalho dependente entre o prestador e a plataforma eletrónica.

Permitimo-nos transcrever,  a  este  propósito,  o  que um dos autores  deste  comentário teve  já

ocasião de escrever, em outra sede: «Produto tardio da Revolução Industrial, nascido a pensar na

fábrica e no operário49, o Direito do Trabalho cresceu muito ao longo do séc. XX, abriu-se a novas

realidades,  terciarizou-se,  sofreu  o  choque  da  revolução  tecnológica.  Neste  processo,  o  âmbito

subjetivo  do  Direito  do  Trabalho  ampliou-se  consideravelmente  –  a  fábrica  é  substituída  pela

empresa, o operário pelo trabalhador, a dependência económica pela subordinação jurídica –, indo

muito para além do seu protótipo tradicional, da matriz fabril que esteve na sua génese. Ora, esta

mesma ampliação subjetiva  veio a  colocar  em crise  a  unicidade,  se  não mesmo a unidade,  do

ordenamento  jurídico-laboral.  A expansão  importou,  inevitavelmente,  uma  certa  diversificação

regimental.  O  processo  de  laboralização  de  dadas  relações  jurídicas  (pense-se,  p.  ex.,  na

49 «Trabalho  massificado,  sujeito  ao  ritmo  da  máquina,  realizado  na  fábrica  –  lugar  de  propriedade  privada  do
empregador e com os instrumentos deste – trabalho cujo resultado é propriedade do empregador e trabalho vendido por
unidade de tempo. E de um tempo ele próprio cada vez mais uniforme e estandardizado – a fábrica exprime também o
triunfo do relógio – que permite conceber este intercâmbio como a ‘venda’ de energias laborais por unidade de tempo»
(JÚLIO GOMES, Direito do Trabalho, Coimbra Editora, 2007, p. 104).
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estabelecida  pelos  desportistas  profissionais  ou  pelos  profissionais  de  espetáculos)  acarretou  a

correspondente especialização de regimes.

Daí que a diversidade normativa constitua hoje, seguramente, uma das principais características

do ordenamento jurídico-laboral. Com efeito, surgindo o mundo do trabalho assalariado, cada vez

mais, como uma realidade multiforme e heterogénea, compreende-se que o correspondente direito

não possa apresentar-se como um bloco monolítico. Como assinala JORGE LEITE, «tem-se de facto

entendido que,  para  poder  desempenhar  o seu papel,  deve o Direito  do Trabalho moldar-se às

realidades que visa organizar e disciplinar, pelo que, sendo estas diversificadas, diversificado deve

ser aquele»50. E a verdade é que, independentemente dos juízos de valor que se façam quanto a esse

fenómeno, a tendência vem sendo a de reforçar e aprofundar semelhante processo de diversificação

normativa, dando azo a uma crescente pluralidade de estatutos laborais específicos. No confronto

entre uniformidade e pluralismo declara-se o triunfo deste último, proclama-se a inadequação do

chamado «enquadramento único» e anuncia-se a quebra do «mito da uniformidade de estatuto do

trabalhador subordinado»51. Afirma-se o pluralismo tipológico do contrato de trabalho: este, diz-se,

é um género que compreende diversas espécies, é um tipo que abrange diversos subtipos. Tanto a

situação  atual  como  as  perspetivas  que  se  desenham  para  o  futuro  próximo  tendem,  pois,  a

reconduzir  este  ramo  do  direito  a  um  autêntico  “direito  disperso  do  trabalho”,  sendo  este

configurado, não como um continente jurídico, mas como uma espécie de arquipélago52».53 

5. Conclusão

Em  suma,  cremos  que  tudo  estará,  pois,  em  o  Direito  do  Trabalho  acolher  estes  novos

prestadores de serviços  via apps no seu seio, procedendo à devida adaptação regimental, isto é,

construindo um regime laboral calibrado e ajustado às características destas novas formas de prestar

serviços.  Porque,  convenhamos,  ao  olhar  para  um  qualquer  estafeta,  daqueles  que  percorrem

velozmente as ruas nas suas motos (ou, mais lentamente, pedalando nas suas bicicletas), creio que

nenhum de nós se convence, seriamente, de que ali vai um empresário ─ seja um microempresário,

um motoempresário ou um cicloempresário…

50 Direito do Trabalho (Lições ao 3º ano da FDUC), 1993, p. 141. Na expressiva fórmula de UMBERTO ROMAGNOLI,
assiste-se hoje à «passagem da sociedade do Trabalho, com o tê inicial respeitosamente maiúsculo, à sociedade dos
trabalhos» («Dal lavoro ai lavori», AA. VV.,  Scritti in Onore di Giuseppe Federico Mancini, vol. I, Giuffrè, Milão,
1998, p. 513).
51 Assim, ROSÁRIO PALMA RAMALHO, Da Autonomia Dogmática do Direito do Trabalho, Almedina, Coimbra, 2001,
pp. 537, 577 ou 682.
52 Sobre o ponto, vd., entre nós, as reflexões de NUNES DE CARVALHO, «O pluralismo do Direito do Trabalho», III
Congresso Nacional de Direito do Trabalho – Memórias, Almedina, Coimbra, 2001, pp. 269-294. Segundo este Autor,
o Direito do Trabalho é hoje constituído por «diversos subtipos contratuais» (p. 280), devendo a visão tradicional da
ordem juslaboral como «Direito do contrato de trabalho» ser substituída por uma visão diferente, concebendo-se a
ordem juslaboral como «Direito dos contratos de trabalho» (p. 294).
53  JOÃO LEAL AMADO, Contrato de Trabalho – Noções Básicas, 3.ª ed., Almedina, Coimbra, 2019, pp. 25-27.
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Não. O  rider presta a sua atividade para uma organização produtiva alheia; os frutos da sua

atividade não lhe pertencem, originariamente, mas sim a outrem, a essa organização produtiva; ele

não possui uma organização empresarial própria; ele não assume riscos de ganhos ou de perdas,

estes são assumidos pela empresa sob cuja marca ele presta serviços. Ali vai, portanto, motorizado

ou pedalando, um trabalhador dependente, um trabalhador do séc. XXI, diferente, decerto, dos seus

pais, avós ou bisavós, mas, afinal, ainda um trabalhador dependente ─ um subordinado de novo

tipo,  com  contornos  distintos  dos  tradicionais,  mas,  em  última  instância,  ainda  dependente  e

subordinado na forma como desenvolve a sua atividade.

Se estas novas formas de prestar trabalho, criadas pela fantástica evolução da tecnologia, podem

constituir, como por vezes se diz, uma  terra de grandes oportunidades, não cremos que tal terra

deva ser uma terra sem lei, máxime sem lei laboral. Seria até uma traição à missão histórica do

Direito do Trabalho que este construísse ─ ou que este deixasse que se construísse ─ um muro

conceptual e mantivesse aqueles (motoristas, estafetas, etc.) lá fora, do outro lado do muro. Esta

importantíssima decisão do Supremo Tribunal espanhol representa, cremos, um passo na direção

certa54, desconstruindo o muro que alguns querem que exista entre estes trabalhadores de novo tipo

e o Direito do Trabalho. Another brick in the wall? Não. Diríamos antes: Another crack in the wall!

54  Mais um passo. Outras históricas decisões se têm registado nesta matéria, por esse mundo afora. Pense-se, para dar
apenas mais um exemplo, aliás dos primeiros a surgir, no caso do estatuto dos motoristas da Uber, apreciado pelo
tribunal  de  Londres.  A este  propósito,  permitimo-nos  remeter  para  JOÃO LEAL AMADO e CATARINA GOMES

SANTOS, «A Uber e os seus motoristas em Londres: mind the gap!», Revista de Legislação e de Jurisprudência, n.º
4001, nov.-dez. 2016, pp. 111-127. Para mais casos jurisprudenciais e sobre a situação em Portugal,  vide JOÃO

LEAL AMADO e  TERESA COELHO MOREIRA,  “A lei sobre o TVDE e o contrato de trabalho: sujeitos, relações e
presunções”, in Revista do Tribunal Regional do Trabalho da 15.ª Região, n.º 55, 2019, pp. 195-228.
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